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APELACION 
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Primera  
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Civil núm.: 

CAC2014-3385 
(401) 

 
Sobre: 
Impugnación de 

Confiscación 
 

Panel integrado por su presidente el Juez González Vargas, la 
Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones Universal 

Insurance Company (en adelante el apelante o Universal) mediante 

recurso de apelación y nos solicita que revoquemos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo (en 

adelante el TPI) el 12 de abril de 2016, archivada en autos el 3 de 

mayo siguiente.   

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

procedemos a confirmar la Sentencia apelada.   

I. 

 Los hechos que originaron la confiscación en el presente 

caso ocurrieron el 14 de agosto de 2014 cuando alegadamente se 

utilizó el vehículo Mitsubishi Lancer, del año 2011, en violación a 

los Artículos 404 y 412 de la Ley de Sustancias Controladas, y el 

Artículo 323 de la Ley 22 conocida como la Ley de Propiedad 
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Vehicular. La notificación de la confiscación se envió por correo 

certificado el 23 de octubre de 2014.   

El 14 de noviembre de 2014 Universal y Reliable Financial 

Services presentaron una demanda de impugnación de 

confiscación en contra del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

(en adelante ELA).1 Alegaron que la confiscación del vehículo 

Mitsubishi Lancer, del año 2011, fue nula e ilegal por no haberse 

cumplido con los requisitos exigidos por la Ley Uniforme de 

Confiscaciones de Puerto Rico.2 

Por estos hechos se presentaron varias denuncias contra el 

Sr. Juan A. Rivera Gómez, entre ellas y en lo aquí pertinente, por 

violación al Artículo 404 A de la Ley de Sustancias Contraladas. En 

la referida denuncia se indicó lo siguiente:  

EL REFERIDO IMPUTADO JUAN A. RIVERA GOMEZ 
ALLA PARA LA FECHA HORA Y SITIO ARRIBA 
INDICADO Y EN ARECIBO, PUERTO RICO, QUE 
FORMA PARTE DE LA JURISDICCION DEL TRIBUNAL 
DE PRIMERA INSTANCIA, SALA SUPERIOR DE 
ARECIBO, ILEGAL, VOLUNTARIA, MALICIOSA, A 
SABIENDAS Y CRIMINALMENTE, POSEIA LA 
SUSTANCIA CONTROLADA CONOCIDA POR 
COCAINA (POLVO SUELTO DE COLOR BLANCO), SIN 
ESTAR---CONTINUA---.3 
 

El 23 de enero de 2015 se dictó Sentencia contra el señor 

Rivera Gómez luego que este hizo alegación de culpabilidad, y fue 

declarado culpable del delito de “ART. 404 LEY 4 INC. C, según 

enmendado”4, y condenado a la pena de $50.00 de multa o un (1) 

día de reclusión por cada $1.00 que deje de satisfacer, hasta un 

máximo de 90 días, consecutivos con cualquier otra pena que en 

derecho proceda. Se eximió del pago del comprobante de la Pena 

Especial.  

                                                 
1 Surge de las alegaciones que Reliable Financial Services tiene un gravamen 

debidamente anotado a su favor en el Registro de Automóviles del Departamento 
de Obras Públicas sobre el vehículo Mitsubishi Lancer del año 2011, y Universal 

tiene expedida una póliza de seguros para cubrir el riesgo de confiscaciones a 

favor de la entidad bancaria. Posteriormente la demanda fue enmendada para 

alegar que quien posee el gravamen en el Registro de Automóviles del 

Departamento de Obras Públicas es First Bank y no Reliable Financial Services.   
2 Véase Apéndice del Recurso, pág. 11.  
3 Véase Apéndice del Recurso, pág. 52.  
4 Véase Apéndice del Recurso, pág. 56. 
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El 14 de diciembre de 2015, en el caso civil de impugnación,  

el apelante presentó una segunda moción de sentencia sumaria 

para que se dictara sentencia a su favor. Argumentó en su moción 

que procede la demanda de impugnación, ya que el delito por el 

cual se confiscó el vehículo se reclasificó a un delito menos grave 

que no autoriza la confiscación del vehículo.  

El ELA presentó su oposición a la moción de sentencia 

sumaria. Alegó que la Ley de Sustancias Controladas dispone que 

se confiscará todo vehículo que sea utilizado para la transportación 

de sustancias controladas y el conductor del vehículo objeto del 

presente litigio poseía sustancias controladas, las cuales, 

transportó en el vehículo confiscado, en otra palabras, el vehículo 

objeto de la demanda fue utilizado en violación a los estatutos 

confiscatorios. Indicó, además, que se presume la legalidad y 

corrección de la confiscación.  

El 12 de abril de 2016 el TPI dictó la Sentencia apelada en la 

cual resolvió que la propiedad confiscada se utilizó en relación a la 

comisión de delitos graves o menos graves que por ley autorizaron 

su confiscación. Por lo tanto, declaró No Ha Lugar a la demanda de 

impugnación presentada por el apelante. 

Aun inconforme, el 16 de junio de 2016 Universal acude ante 

este foro intermedio y le imputa al TPI la comisión del siguiente 

error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo, 
al entender que el Artículo 404 inciso C de la Ley de 
Sustancias Contraladas, delito menos grave, provee 
para la confiscación del vehículo.  

 
El ELA presentó su alegato en el cual adujo que existe 

evidencia suficiente y preponderante de que el vehículo confiscado 

se utilizó en la comisión de un delito, específicamente en violación 

a la Ley de Sustancias Controladas, por lo que el Estado actuó 

correctamente al incautarse del mismo. Argumentó, además, que 
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la alegación de culpabilidad que hizo el señor Rivera Gómez fue 

para obtener una mejor sentencia criminal, lo cual no puede 

constituir una causa de inmunidad para el caso de confiscación.  

Examinados los escritos presentados por las partes, 

procedemos a resolver. 

II. 

La confiscación es el acto de ocupación y de investirse para 

sí, que hace el Estado de todo derecho de propiedad sobre 

cualesquier bien que haya sido utilizado con relación a la comisión 

de determinados delitos. Reliable Financial v. Departamento de 

Justicia, 2016 TSPR 139; Rodríguez Ramos v. ELA, 174 DPR 194, 

202 (2008); First Bank v. ELA, 164 DPR 835, 842-843 (2005). El 

procedimiento de confiscación está regulado por la Ley núm. 119-

2011, 34 LPRA sec. 1724 et seq., conocida como la Ley de 

Confiscaciones de 2011, en cuya exposición de motivos se enfatiza 

que el propósito de este estatuto es establecer las normas que 

regirán el procedimiento a seguir en toda confiscación. Asimismo, 

dicha exposición de motivos destacó que esta legislación abarca 

aspectos fundamentales para establecer un trámite expedito, justo 

y uniforme para la confiscación de bienes por parte del Estado y la 

disposición de estos.          

Así, la Ley 119-2011 reitera los cimientos básicos en que 

está predicada la figura de la confiscación. A estos efectos, la 

exposición de motivos señala que:    

En nuestra jurisdicción, la confiscación es una 
acción civil o in rem, distinta y separada de cualquier 
acción in personam. La confiscación que lleva a cabo 
el Estado se basa en la ficción legal de que la cosa es 
la ofensora primaria. El procedimiento in rem tiene 
existencia independiente del procedimiento penal de 
naturaleza in personam, y no queda afectado en modo 
alguno por este. Los procedimientos de confiscación 
civil pueden llevarse a cabo y culminarse antes de que 
se acuse, se declare culpable o se absuelva al 
acusado. Incluso, pueden llevarse aun cuando no se 
haya presentado ningún cargo. Esto debido a que la 
acción civil se dirige contra la cosa en sí misma, en 
general, la culpabilidad o inocencia del propietario es 
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irrelevante en cuanto a la procedencia o no de la 
confiscación civil. (Citas omitidas.)   

 

Los elementos necesarios para determinar si procede una 

confiscación civil son la existencia: (1) de prueba suficiente y 

preponderante de que se ha cometido un delito, y (2) de un nexo 

entre la comisión del delito y la propiedad confiscada. Rodríguez 

Ramos v. ELA, supra, pág. 203; Suárez v. ELA, 162 DPR 43, 52 

(2004). Este tipo de confiscación in rem se puede efectuarse antes 

de que se presente una acusación contra la persona o que se haga 

una declaración de culpabilidad o absolución. Id., págs. 54-5. 

Además para sostenerla, le corresponde al Estado demostrar que la 

propiedad confiscada fue utilizada en el curso de una actividad 

delictiva. Id.5 

El Artículo 8 de la Ley 119-2011, 34 LPRA sec. 1724e, reitera 

el carácter civil e independiente de esta ley con cualquier otro 

proceso o acción legal. A esos efectos establece que:      

El proceso de confiscación será uno civil 
dirigido contra los bienes e independiente de 
cualquier otro proceso de naturaleza penal, civil o 
administrativa que se pueda llevar contra el dueño o 
el poseedor de los bienes ocupados bajo las 
disposiciones de cualquier ley que autorice la 
confiscación de bienes por parte del Estado. [Enfasis 
Nuestro] 

 
De otra parte, el Artículo 9 de la Ley 119-2011, 34 LPRA sec. 

1724f, según enmendado, establece cuáles bienes estarán sujetos 

a confiscación. Este dispone lo siguiente:   

Estará sujeta a ser confiscada, a favor del 
Gobierno de Puerto Rico, toda propiedad que resulte, 
sea producto o se utilice, durante la comisión de 
delitos graves y de aquellos delitos menos graves 
en los que por ley se autorice la confiscación, 
cuando tales delitos graves y menos graves se 
encuentren tipificados en el Código Penal de 
Puerto Rico, en las leyes de sustancias 
controladas, de armas y explosivos, en las leyes 
contra el crimen organizado, en las leyes de juegos 
prohibidos, bebidas alcohólicas, leyes fiscales, leyes 
contra la apropiación ilegal de vehículos, leyes de 
vehículos y tránsito y de embarcaciones; así como en 
otras leyes y en aquellos estatutos confiscatorios en 
los que por ley se autorice la confiscación.  

                                                 
5
 Doble Seis Sport TV v. Depto. Hacienda, 190 DPR 763 (2014). 
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Toda propiedad que esté sujeta a una sentencia 
de confiscación que así lo autorice, será confiscada a 
favor del Gobierno de Puerto Rico. 

  
Así, también, el Artículo 10 de la Ley 119-2011, 34 LPRA 

1724g, establece las instancias en que el Estado puede ocupar 

bienes sujetos a confiscación. En ese sentido, señala que:    

La ocupación de la propiedad, sujeta a 
confiscación, se llevará a cabo por la agencia del orden 
público o el funcionario a cargo de la implantación de 
la ley por sí o por conducto de sus delegados, policías 
o agentes del orden público, mediante orden de un 
magistrado o tribunal competente o sin previa orden 

del tribunal, en los siguientes casos:  
(a) Cuando la ocupación se efectúa mientras se 

lleva a cabo un arresto;  
(b) cuando la ocupación se efectúa en virtud de 

una sentencia judicial, o  
(c) cuando la propiedad a ocuparse haya sido 

utilizada, resulte o sea el producto de la comisión de 
cualquiera de los delitos, leyes o estatutos 
confiscatorios que se expresan en la sec. 1724f de este 
título. [Enfasis Nuestro] 

 
Conforme al lenguaje de los dos artículos antes citados, 

resulta necesario acudir a las disposiciones de la Ley núm. 4 de 23 

de junio de 1971, según enmendada, conocida como “Ley de 

Sustancias Controladas de Puerto Rico.” En este sentido, el 

Artículo 512 de la referida ley, 24 LPRA sec. 2512, delimita el 

asunto de las confiscaciones relacionadas con la infracción a este 

estatuto. Sobre el particular dispone:    

(a) Los siguientes bienes estarán sujetos a 
confiscaciones por el Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico:    

(1) Toda sustancia controlada fabricada, 
distribuida, dispensada o adquirida, infringiendo las 
disposiciones de este capítulo.    

(2) Toda materia prima, parafernalia, producto 
o equipo de cualquier clase que se use o se proyecte 
usar en la fabricación, confección de compuestos, 
elaboración, entrega, importación, o exportación de 
cualquier sustancia controlada, infringiendo las 
disposiciones de este capítulo.    

(3) Toda propiedad que se use o esté destinada 
a usarse como envase de la propiedad descrita en las 
cláusulas (1) y (2) de este inciso.   

(4) Todo medio de transporte, incluyendo 
naves aéreas, vehículos, bestias o embarcaciones, 
que se usen o se destinen para transportar o 
facilitar en alguna forma la transportación, venta, 
recibo, posesión o encubrimiento de la propiedad 
descrita en las cláusulas (1) y (2) de este inciso.   

[...] Énfasis nuestro.  
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III. 

Como indicáramos, por los hechos que ocurrieron el 14 de 

agosto de 2014 y que motivaron la confiscación del vehículo 

Mitsubishi Lancer, del año 2011, se presentaron varias denuncias 

contra el señor Rivera Gómez, entre ellas, y en lo aquí pertinente, 

por violación al Artículo 404 A. Posteriormente, y conforme a la 

Sentencia dictada el 23 de enero de 2015, el señor Rivera Gómez 

hizo alegación del culpabilidad por violación al Artículo 404 inciso 

C. Es la contención del apelante que dicho inciso comprende un 

delito menos grave para lo cual la Ley Uniforme de Confiscaciones 

de 2011 no provee la confiscación.6 No le asiste la razón. 

El Artículo 9 de la Ley 119-2011, supra, establece que está 

sujeto a confiscación toda propiedad que se utilice durante la 

comisión de delitos graves y menos graves que se encuentren 

tipificados en las Leyes de Sustancias Controladas. En este 

sentido, el Artículo 512 de la Ley de Sustancias Controladas, antes 

citado, dispone que estará sujeto a confiscación todo vehículo que 

se utilice para el transporte o posesión de sustancias controladas, 

sin condicionarlo a la gradación del delito entre grave o menos 

grave. Por lo tanto, la Ley 119-2011, así como la Ley de Sustancias 

contraladas son claras al disponer que puede ser sujeto de 

confiscación al favor del Estado todo vehículo que se utilice para el 

transporte o posesión de sustancias controladas. En su análisis, el 

apelante obvia el lenguaje del Artículo 512 de la Ley de Sustancias 

Controladas, antes citado; el cual, sin duda alguna, no establece 

distinción alguna entre delitos graves o menos graves. Reiteramos 

                                                 
6 El inciso (c) del citado Art. 404 fue enmendado a fin de establecer la pena de 
multa y de trabajo o servicios en la comunidad, como alternativa en los casos de 

posesión simple de sustancias controladas. Ello, para aquellos imputados que 

no sean adictos y que aprueben un curso de orientación preventiva contra el uso 

de sustancias controladas. Véase Ley núm. 356-2003. En ese sentido como 

parte de dicho esquema el referido inciso permite para que el tribunal, una vez 

la persona convicta satisfaga la pena impuesta y someta evidencia de haber 
aprobado el curso de orientación preventiva, dicte sentencia como delito menos 

grave. 24  LPRA sec. 2404 inciso (c).  
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que el mismo claramente dispone, como bienes sujetos a 

confiscaciones por el Estado, todo vehículo que se utilice para el 

transporte o posesión de sustancias controladas. 24 LPRA sec. 

2512 inciso (a) (4), antes citado.  

Por otra parte, como señaló el ELA en su alegato, en el 

presente caso no existe controversia alguna de que el vehículo en 

cuestión fue utilizado para transportar una sustancia controlada.7 

Como ya indicáramos, los elementos necesarios para determinar si 

procede una confiscación civil son la existencia: (1) de prueba 

suficiente y preponderante de que se ha cometido un delito, y (2) 

de un nexo entre la comisión del delito y la propiedad confiscada. 

Por lo tanto, el vehículo aquí en controversia fue 

correctamente confiscado a tenor con lo dispuesto en la Ley de 

Confiscaciones y en la Ley de Sustancias Controladas. Además 

cabe resaltar que la Ley 119-2011 en su Artículo 15, 34 LPRA sec. 

1724l, claramente establece que el proceso de confiscación se 

presumirá legal y correcto independientemente de cualquier otro 

caso penal, administrativo o cualquier otro procedimiento 

relacionado a los mismos hechos. 

Por último, en nuestra competencia de revisión apelativa, la 

norma fundamental es que no debemos intervenir con las 

determinaciones de hechos, ni con la adjudicación de credibilidad 

del foro primario, a menos que este último haya incurrido en error 

manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad. S.L.G. Rivera 

Carrasquillo v. AAA, 177 DPR 345, 356 (2009). 

IV. 

Por los fundamentos antes expresados, confirmamos la 

sentencia apelada. 

Notifíquese. 

 

                                                 
7 El apelante tampoco señala en su recurso que este hecho está en controversia.  
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


